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PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas y Jorge Pozzi. 


DELEGADOS ] 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Alvaro Delgado. 


INVITADOS: Por el Sindicato Único Portuario y Ramas Afines (SUPRA): señores Ricardo Suárez, 
Secretario; representantes por los trabajadores de las siguientes empresas: Carlos Bastón, 
por MONTECOM; Gastón Pereira, por ESTIVAMAR; Miguel Panizza, por GERTIL; 
Álvaro Llanes, por TGP, y Ángel Lapaz, por MPS. 


Por la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE: señores Roberto Galli, 
Prosecretario; Jorge Beschizza, Directivo, y señora Nilda Romay, Directiva. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación del Sindicato Único Portuario y Ramas Afines 
SUPRA integrada por los señores Ricardo Suárez, Secretario; Carlos Bastón, representante de MONTECOM 
S.A.; Gastón Pereira, representante de Estibamar; Miguel Panizza, representante de Gertil S.A.; Álvaro 
Llanes, representante de TCP; y Ángel Lapaz, representante de Montevideo Port Service. 


SEÑOR SUÁREZ.- Vamos a tratar de ser concretos. 


En primer lugar, queremos hacer una aclaración para ilustrar a los señores legisladores. El SUPRA es el 
sindicato que abarca a todos los trabajadores portuarios, tanto públicos como privados. Como pueden 
apreciar, pertenecemos al mismo sindicato pero señalamos ex profeso a quién representa cada uno dentro de 
la gama de empresas que trabajan en la órbita portuaria: a los trabajadores de Terminal Cuenca del Plata, de 
MONTECOM y del Estado. 


Esto fundamenta el planteo que trae hoy el sindicato portuario. 


SEÑOR LLANES.- Primero que nada quiero agradecer que nos hayan recibido para hacer nuestros 
planteos. 


Nosotros nos hicimos cuatro preguntas básicas: qué hacen los trabajadores portuarios, cómo se contrata al 
personal portuario, quiénes son los trabajadores portuarios y dónde desempeñan sus tareas. Cuando 
empezamos a buscar las respuestas encontramos que lo que hace el trabajador portuario recién ahora está 
determinado por un convenio colectivo surgido del Consejo de Salarios. 


En cuanto a cómo se contrata al trabajador portuario, no existe una normativa que lo establezca, por lo que el 
trabajo y la contratación se empiezan a regularizar mediante la figura de la eventualidad. Desde 1992, cuando 
se promulgó la Ley de Puertos y se eliminó ANSE que controlaba los registros del trabajo portuario, en 
ningún momento y bajo ninguna norma se llegó a una forma de contratación de los trabajadores. ¿A qué nos 
referimos cuando hablamos de trabajadores eventuales que permanentemente trabajan en el puerto? Son 
trabajadores cuya actividad principal, de la que viven, está en el puerto pero, a su vez, por la forma de 
contratación no tienen cobertura de DISSE ni del Sistema Nacional Integrado de Salud por la consecución de 
jornales, no generan antigúedad por lo que tampoco tienen derecho a despido y no tienen prioridad para el 
trabajo portuario. Eso, entre otras cosas, es central para nosotros. 


¿Quiénes entendemos que son los trabajadores portuarios? Son todos aquellos que viven de la actividad 
portuaria y cuya mayor fuente de ingresos sale de ahí. Son más de 2.000 familias que hoy están comiendo a 
partir de la actividad portuaria. ¿Dónde se desempeñan? Hoy tenemos dos autoridades portuarias. Una es la 
ANP, que tiene autoridad sobre casi todos los puertos Montevideo, Nueva Palmira, Colonia, Salto y 
Paysandú, mientras que puertos privados como M'opicuá, Botnia y algún otro están bajo la órbita del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Lo que proponemos es comenzar a caminar hacia un registro de trabajadores portuarios adaptado a la nueva 
realidad que tenemos hoy en esta actividad. Ese registro debería contemplar a los trabajadores que están 
efectivos en una empresa. Es decir que tendría que haber un registro por empresas; un registro por puerto que 
nos dé la posibilidad de que tengan prioridad los trabajadores que van de una empresa a otra, emigrando para 
completar jornales; y un registro nacional que debería analizar si se abren o no los registros, cómo se imparte 
y se certifica la capacitación de los trabajadores profesionales portuarios y cómo se mitigan los efectos 
sociales de la inclusión de nueva tecnología o nuevas formas de movilización de mercadería. Esto debería ser 
administrado por el Estado junto con los trabajadores y los empresarios del sector. 


Lo que estamos diciendo no es una invención para que los trabajadores portuarios tengan un trabajo estable, 
permanente y profesional, sino que está contemplado en el Convenio N* 137 de la OIT, que establece todo lo 
que proponemos: registrar a los trabajadores, darles prioridad y estabilidad de ingresos, dar respuestas a la 
inclusión de nuevas tecnologías y otorgarles toda la cobertura social que debe tener cualquier trabajador de la 
industria en el país en que se aplique este convenio, que en Uruguay está avalado por ley desde hace varios 
años. 


SEÑOR PEREIRA.- Voy a remarcar el porqué de nuestro pedido. 


A partir de su promulgación, la Ley N” 16.246 ha creado una serie de inconvenientes que el trabajador 
portuario no ha podido resolver. Me voy a referir a un caso concreto que el trabajador tenía solucionado antes 
de ser aprobada esta ley: el tema de la vivienda, que aun no ha sido resuelto a nivel político en el país. 


Los sindicatos portuarios de aquella época tenían un fondo de vivienda que databa de 1967, que estuvo en el 
espíritu de la ley de vivienda. Ese fondo se alimentaba de un 8% del trabajo portuario y de los jornales que se 
realizaban en el puerto, por un convenio suscrito ese año. Como se dio el hecho único en el mundo de que el 


mismo día todos los trabajadores del sector quedaron sin trabajo, ese fondo se vio profundamente resentido 
en el aspecto económico, y desde el año 2001 a la actualidad permanece intervenido. Ahora, ese 8% está 
siendo reclamado mediante un juicio llevado adelante por los interventores, patrocinado por la parte jurídica 
de CAFE Comisión Administradora del Fondo de Estiba y por el abogado Miguel Goncálvez, matrícula 
9.071. En la diligencia preparatoria que se realizó en 2006 se consultó quiénes tenían que ser los demandados 
agencias marítimas y operadores pero el CENAVE Centro de Navegación no brindó la información 
correspondiente. Sin embargo, cuando se solicito a la ANP y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fue 
proporcionada. Pero vemos con asombro que en la nómina de empresas una quedó fuera del juicio pese a ser 
referente en el tema de contenedores. Se trata de una de las dos empresas más operativas en el tema de 
prestación de servicio. Indagando sobre el asunto vimos que la persona que patrocina el juicio a quien ya 
mencioné es la misma que patrocinó el pedido de intervención, ejecutando una figura que todos ustedes 
conocen y que contraviene la buena fe: yo no puedo ser denunciante de actos de los cuales participé. Así lo 
establece el artículo 5” del Código General del Proceso y los artículos 291 y 301 del Código Civil. El punto 
central al que quiero llegar es que, a su vez, esta empresa que no fue abarcada por el juicio señalado que está 
suscrito en el convenio madre del 23/5/1967, que es de carácter permanente es la misma que en 2005 fue 
multada por la Inspección General del Trabajo por tener serias irregularidades en los aportes de los 
trabajadores portuarios. Esta empresa, cuyo nombre es SERELI S.A. y tuvo cerca de doce años de 
irregularidades, se vio favorecida por una mala presentación de un juicio y, si bien fue multada por la 
Inspección General del Trabajo, es evidente que para los trabajadores que prestaron servicios durante diez 
años el daño está hecho, y con creces. Se trata de gente que hoy tiene entre cuarenta y cincuenta años de edad 
algunos tienen cincuenta y cinco o están cerca de los sesenta y no puede acceder al beneficio de la jubilación. 


Esta exposición es para establecer un comparativo. Respaldamos el hecho de que las empresas inviertan en el 
puerto para una actividad productiva, pero no que lo hagan para especular o evadir, como ocurrió con algunas 
empresas como las que acabo de nombrar que, durante muchos años han evadido, perjudicando el bienestar 
de la familia portuaria. Porque si esto le pasa a un compañero es como si nos estuviera pasando a todos 


Cada día vemos lo que ocurre con empresas que simplemente tienen el requisito de operadores. Hace poco 
tiempo, se instaló una empresa cuyos fines realmente eran otros y hoy el operador en cuestión está preso. Fue 
un caso muy publicitado en que se exportaba pescado. No queremos que se persigan esos fines dentro del 
puerto. Los trabajadores apostamos a lograr una estabilidad laboral, no la figura que consagró la Ley de 
Puertos, la del trabajador eventual con tarea a término, que ni siquiera genera antigiledad, que no tiene 
derecho a licencia porque se le paga en el jornal, que es un paria de la situación y que tampoco tiene derecho 
a ser llamado en un lista porque puede ser salteado. Es el "full time" más barato que hay en el Uruguay. No 
queremos que se reiteren esas situaciones. 


A esto hay que agregar que durante muchísimos años más de cien compañeros quedaron mutilados y las 
empresas que operaban en el puerto no contaban con seguro. Por ese motivo, no denunciaban los accidentes y 
tiraban a los trabajadores en los hospitales. Entonces, ¿qué es lo que decimos los trabajadores? Que tal vez la 
panacea de las privatizaciones no es tal. Se estuvo muy lejos de haber consultado a quien se debía en el 
momento indicado, a quien realmente es el asesor de primera mano: el trabajador. Evidentemente, el 
trabajador es el que conoce el puerto. Los negocios los hacen los empresarios, pero no se puede ignorar que 
el trabajador debe ser una pata a incorporar en todo esto. 


Hace muy poquitos días se realizó una licitación en el puerto pero una empresa de referencia de la que 
dependen más de 300 familias no accedió a la felicidad de ganarla, viéndose relegada por otra que es un 
competidor virtual, que va a acceder a un espacio que se licita en metros cuadrados pero se alquila en metros 
cúbicos, cosa que el Estado no toma en consideración pero que, en la conversión, la hace prácticamente 
gratuita. A esto hay que agregar que a la empresa que tiene el trabajo no se le da preferencia por encima de 
las otras que se presentan. En la actualidad, nosotros vivimos como lo hemos hecho retrospectivamente en 
una incertidumbre continua porque el que gane el espacio puede generar un desempleo muy considerable. 
Entonces, lo que proponemos es que se nos escuche y que nuestros planteos tengan una contrapropuesta en el 
pliego de condiciones, porque el trabajador también existe. No se trata solo de los empresarios, porque hay 
partes que también son productivas para el país. Evidentemente, en la cadena productiva el trabajador es una 
parte sumamente importante. 


Me quiero referir a otro tema central. A nuestro parecer, no hay otra manera de solucionar este tema que 
registrando a quienes trabajen dentro del puerto. El registro también daría ciertas facilidades y beneficios a 


los contratantes. En primer lugar, asegura la idoneidad. El puerto hasta el día de hoy funcionó, y con un 
registro estaríamos asegurando la aplicación del Convenio Internacional N* 137 para el caso de esas personas 
que viven exclusivamente del trabajo portuario. Dicho convenio fue refrendado por la Ley_N? 14.984 para 
proteger a los trabajadores portuarios en virtud de las privatizaciones. Debería haber un registro que abarcara 
a los trabajadores de las empresas en la actualidad, a los trabajadores del puerto y, de pronto, también un 
registro macro nacional. 


SEÑOR BASTÓN.- Es claro que, a partir de la aplicación de la Ley de Puertos, los trabajadores 
portuarios hemos sufrido una pérdida de derechos y un deterioro de nuestras condiciones laborales. 


Durante este Gobierno, mediante la negociación colectiva en los Consejos de Salarios, hemos recuperado 
parte de esos derechos y reconquistado parte de nuestras condiciones laborales. Pues bien, ese es uno de los 
aspectos que preocupa a los trabajadores. Sin embargo, otro aspecto fundamental, el de la estabilidad laboral, 
lo vemos en una situación grave y comprometida. 


Esto surge a partir de una serie de licitaciones en distintas áreas de actividad de la Administración Nacional 
de Puertos y comienza meses atrás con la licitación del frigorífico que opera dentro del recinto portuario, 
cuando la empresa que tenía la concesión desde hace unos cuantos años desiste de presentarse y la gana una 
empresa coreana llamada In Sung. Es claro que en esta licitación, como en las otras, los trabajadores no 
hemos sido considerados. Por lo tanto, no solo se estaban licitando los espacios o el derecho a acceder a un 
frigorífico como en este caso, sino que estaban en juego también las fuentes de trabajo. Me parece que ese 
elemento no se tomó en cuenta. 


Quiero dejar en claro que no estamos diciendo que estos procesos hayan tenido irregularidades. Por lo menos 
no tenemos elementos para afirmar algo así. Es más, en relación a la última licitación, todavía están en 
proceso de análisis los cuestionamientos que han presentado las empresas que entendieron que fueron 
perjudicadas. Por lo tanto, reitero que no decimos que estos procesos hayan tenido algún viso de 
irregularidad. Sin embargo, consideramos que no se ha tomado en cuenta la fuente de trabajo de cientos de 
trabajadores portuarios, y eso es preocupante. Al momento estamos en asamblea permanente y, en función de 
las negociaciones, de lo que pase con la empresa In Sung y con los trabajadores de Planir, y de los resultados 
de la licitación de los espacios de la Terminal Polivalente, vamos a salir en defensa de esa fuente de trabajo. 
Por lo tanto, en función de lo que suceda, la licitación vendrá acompañada de conflictividad. Eso hay que 
tenerlo bien claro. Nosotros queremos ser sinceros y expresar nuestro sentir frente a esta situación. 


También nos preocupa que en estas licitaciones haya una vulnerabilidad legal, ya que no se sabe si las 
empresas vienen a trabajar y a cumplir porque en los requisitos eso no figura como parte fundamental. Así se 
genera una serie de situaciones especulativas respecto a las cuales si alguien dice que son ilegales deberá 
hacer un juicio. De lo contrario, será una mera expresión. 


Creemos que se deben adaptar las leyes y los procedimientos a las situaciones que se viven hoy en la 
actividad portuaria. También entendemos que, de pronto, el país y sus puertos no solo el Puerto de 
Montevideo podrían quedar a merced de los competidores regionales debido a maniobras que estén 
contempladas por la ley pero que generen una distorsión de la actividad. Este punto nos parece importante y 
suponemos que en algún momento será anunciado por las autoridades que están conduciendo los destinos de 
la actividad portuaria. 


En definitiva, en cuanto al tema de las licitaciones, entendemos que una forma de neutralizar la inestabilidad 
laboral consiste en la creación de los registros de trabajadores portuarios. Como ya se dijo, eso está 
contemplado en leyes, en decretos e, inclusive, en convenios internacionales, es decir que no estamos 
solicitando algo que no esté ya dentro de las leyes o convenios internacionales suscritos. Solamente venimos 
a plantear cuál es nuestra situación y nuestra problemática, que es la de la actividad portuaria, y ver si tiene 
eco nuestra solicitud para que, desde el Poder Legislativo, se solucione de una vez por todas esta situación y 
se atienda la demanda que hacemos en cuanto a nuestras fuentes de trabajo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una consulta muy concreta, porque hemos escuchado 
una versión que describe todo un panorama en el ámbito de la comunidad portuaria, después del 
proceso de transformaciones que se viene registrando en ese sector desde el año 1992. 


Más allá de las valoraciones políticas, creo que no es momento de abrir una polémica, pero parece objetivo es 
algo que, por lo menos, a nivel del sistema político es casi unánime; inclusive lo reconoce el actual Gobierno 
que ese proceso de cambio en el modelo de gestión ha derivado en el aumento de los movimientos portuarios, 
del movimiento de carga, de los tráficos, de los transbordos y que, asimismo, eso ha generado fuentes de 
trabajo en función de toda la logística asociada a esa actividad, sin perjuicio de lo cual esto admite un análisis 
más profundo en lo que tiene que ver específicamente con el factor trabajo. De esta manera, me voy 
aproximando a lo que interpreto ha sido el planteo que hemos recibido en la tarde de hoy. 


Quisiera saber si en el sindicato hay preocupación, fundamentalmente en lo que tiene que ver con la calidad 
del trabajo. Parece claro que hay más trabajo, pero antes este se daba en el sector público. Los trabajadores 
portuarios estaban agrupados o sindicalizados en el viejo SUANP. Lo mismo sucedía con los registros de la 
estiba. Estamos hablando de mano de obra asociada a la estiba y a la desestiba, a los servicios portuarios, 
pero provista por el Estado. Esa realidad ha cambiado, y notoriamente la plantilla de la ANP se ha ido 
reduciendo a la mínima expresión y el incremento del trabajo se da en el ámbito de la actividad privada. La 
pregunta concreta es si ustedes advierten situaciones de precarización del trabajo, de falta de controles. Si es 
así no debería ocurrir y explicó por qué. La legislación laboral es de carácter general y se entiende que abarca 
a todos los trabajadores, también a los de la actividad portuaria, sin perjuicio de las normas específicas. 
Además, no solo existe la protección de las normas, sino lo que se supone debe ser la vigilancia por parte de 
la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social y de la Prefectura en lo que le corresponde, a los 
efectos de mantener el orden dentro del recinto portuario. Entonces, la pregunta específica tiene que ver con 
eso. ¿Ustedes vienen a denunciar, entre otras consideraciones que tienen todo el derecho a hacer, una 
situación de precarización, de pérdida de la calidad del trabajo y, frente a eso, la ausencia de reacción o de 
respuesta por parte del Estado, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, y, en tal caso, la ausencia de un marco regulatorio o de una legislación más 
específica para el sector? Hay que tener en cuenta que se trata de un tema que puede tener distintas aristas o 
distintas puntas. Esa es la pregunta concreta. Repito, ahorrándome las valoraciones políticas, con relación al 
camino que el país ha seguido en esa materia, yo tengo ciertas discrepancias con algunas de las afirmaciones 
que aquí se han hecho, que son legítimas, sanas y democráticas, pero entiendo que no es el momento de 
esgrimirlas. Me parece que aquí la idea fundamental es focalizarnos en lo que hace a la competencia de esta 
Comisión que, antes que nada, tiene que ver con la situación de los trabajadores y con el trabajo en general. 


SEÑOR LLANES.- Tenemos varias cuestiones. Podemos llegar a estar de acuerdo con que a nivel 
productivo se ha elevado la cantidad de movimientos y la logística, pero no vamos a hacer una 
valoración de si la ley es buena o mala; es la que tenemos hoy. El tema es que todo aquello que a nivel 
productivo resulta como ganancia en el ámbito empresarial no se trasunta nada a nivel laboral, porque 
estamos hablando de trabajadores que son eventuales desde el año 1992 ya van muchos años, 
contratados en sistemas de altas y bajas día a día. Al estar contratados en sistemas de altas y bajas día 
a día como decíamos al comienzo de nuestra exposición no tienen derecho al despido, porque no 
generaron antigúedad, y tampoco al FONASA Fondo Nacional de Salud, porque la eventualidad de 
estos trabajadores también la tienen sus hijos, dependiendo de la cantidad de jornales que realice el 
trabajador. Tampoco tiene derecho a lo más mínimo, que es a la vida social económica. ¿Por qué 
decimos eso? Porque un trabajador que no tiene antigúedad en el sistema de altas y bajas no se genera 
antigúedad, por más que desde 1992 esté trabajando en la Administración Nacional de Puertos, vaya 
todos los días y se lleve un jornal, tampoco genera la posibilidad de una vida económica social. Es 
eventual y, por lo tanto, no puede sacar un crédito. A eso apuntamos cuando decimos que hasta ahora 
el tema del trabajo portuario no ha sido tomado en cuenta. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero dejar una constancia. Si la preocupación va por ese lado, 
quiero decir que la comparto y es absolutamente de recibo. 


Me afilio al criterio de que la reforma portuaria ha sido positiva. A mí me tocó ser parte del asunto, porque 
integré el segundo Directorio de la Administración Nacional de Puertos, después del que implementó la 
reforma. Pero también advierto que en la medida en que fue exitosa e implicó un aumento de la rentabilidad 
para el país y para el sector, sin ninguna duda, entiendo que ese incremento de la renta portuaria por definirlo 
de alguna manera tiene que llegar a todos, y parte de ese resultado obedece al esfuerzo y a la participación de 
los trabajadores en ese proceso. Esto no lo digo por ser complaciente. Simplemente, lo menciono para dejar 
la constancia de que si el razonamiento es que hay un proceso en marcha desde hace dieciséis años, que ha 


sido exitoso, que ha determinado un incremento en los volúmenes de mercadería movilizada y la llegada de 
buques al Puerto de Montevideo, lo que ha permitido mejorar nuestra competitividad con relación a los 
puertos de la región, es razonable que eso se compadezca con una mejora desde el punto de vista del trabajo 
en cuanto a su formalidad y a su estabilidad. Naturalmente, después podremos discrepar en cuáles son las 
medidas, las soluciones o las decisiones que en el camino deben adoptarse algunas serán de resorte legal, 
otras de resorte administrativo, pero entiendo que el planteo como tal es absolutamente legítimo y no me 
parece mal que en algún momento no sé si el ámbito es el de esta Comisión u otro los poderes públicos, el 
Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo se aboquen a analizar esa situación. 


SEÑOR BASTÓN.- Quiero hacer una puntualización con respecto a lo que venía diciendo el señor 
Diputado. 


Es bien claro que el tema de la eventualidad es algo sumamente preocupante, porque un trabajador que viva 
de la actividad portuaria y en el mes haga diez jornales está cobrando menos que un Salario Mínimo 
Nacional. Hoy en día con el aumento un estibador gana $ 368 nominales, lo quiere decir que diez jornales 
son $ 3.880. Entonces, realmente no vemos dónde está esa distribución de la cual se habla. 


Por otro lado, nosotros entendemos que acá hay un doble juego, porque existe una eventualidad que es cierta 
y eso no lo desconocemos, por ejemplo, cuando viene la zafra del arroz; ese es un trabajo eventual. Pero 
resulta que hay empresas que tienen a sus trabajadores todo el año como eventuales. Entonces, las empresas 
han aprovechado una figura legal para sacar una serie de derechos que le correspondería a los trabajadores 
por ley si fueran permanentes. Pero con respecto a la eventualidad pasa otra cosa y es: "Si te quejás yo 
mañana no te convoco". Y después ¿a quién lo voy a reclamar? 


Nos parece que es una relación laboral muy mezquina en la cual el trabajador no solo pierde derechos sino 
también la posibilidad de expresar que hay un abuso hacia su persona, y eso nos parece totalmente 
denigrante. Como muy bien lo explicaba el señor Diputado Pablo Abdala, ha habido un avance en cuanto al 
movimiento de carga, infraestructura, etcétera, en parte producto de esta ley de puertos, pero, como dije al 
principio, los derechos de los trabajadores han ido en una asimetría total. Esto es parte de lo que queremos 
plantear, buscando que se normalicen las relaciones laborales y se contemple la estabilidad de los 
trabajadores mediante la creación de los registros de trabajadores portuarios. 


SEÑOR POZZI.- Si no entendí mal hay dos problemas. Uno tiene que ver con los trabajadores 
permanentemente eventuales, y otro refiere a las licitaciones. Una cosa es la eventualidad que se da en 
la estiba y también en otros lugares, y otra, que no se contemple en el llamado a licitación en la 
eventualidad de la pérdida de la empresa que está operando, la posibilidad de que esos trabajadores 
continúen trabajando, lo que hoy se manifiesta en PLANIR S.A. y MONTECOM S.A. 


SEÑOR BASTÓN.- Quiero decir que en la licitación interviene MONTECOM S.A., pero también las 
empresas tercerizadas, que son operadores portuarios como ALBILAN, ESTIBAMAR y ALAREY. 
Entonces, en este problema están involucrados alrededor de cuatrocientos trabajadores. Me parecía 
importante hacer esta aclaración. 


SEÑOR POZZI.- Por lo tanto, al perder la licitación como sucedió no solo cae MONTECOM S.A., sino 
también tres empresas más que están tercerizadas a través de MONTECOM S.A. 


Quisiera saber si lo que quieren es un registro para el personal eventual o un registro para todos los 
trabajadores de la actividad portuaria que están contratados por una empresa, y que si esa empresa cayera la 
que venga tenga la obligación de tomar de ese registro a los trabajadores. ¿Eso es lo que están planteando? 


SEÑOR PEREIRA.- El registro tiene instaurado en su base medular la protección al trabajador, pero 
si la empresa desapareciera, queremos que los trabajadores, ya sean permanentes de esa empresa o 
eventuales, queden abarcados por un registro dentro de la actividad de ese puerto y que, a su vez, haya 
un registro que regule todo el marco en el ámbito nacional. Esas son las tres partes que tendría el 
planteo. 


SEÑOR POZZI.- Los que hacen una tarea técnica en MONTECOM S.A., por ejemplo el que maneja 
una grúa, es trabajador de MONTECOM S.A.; no es eventual, pero quisiera saber si a través de 
alguna de las tres compañías que trabajan para MONTECOM S.A, es la que contrata estibadores 
eventuales. 


SEÑOR BASTÓN.- Contrata trabajadores eventuales para distintas tareas, como puede ser estibador, 
control, personal para manejar las grúas móviles, o sea todo el personal con el cual cuenten las 
empresas tercerizadas y esté dentro de las necesidades de la empresa que hace uso de ese servicio. No 
es pura y exclusivamente estibador. 


SEÑOR LLANES.- Me gustaría hacer una puntualización, que creo que todos tenemos presente, pero 
para saber realmente dónde estamos pisando. 


Cuando nosotros hablamos de registro por empresas, estamos atendiendo a una necesidad que es del 
trabajador, por el simple hecho de que la gran mayoría de las empresas que hoy están trabajando dentro del 
ámbito portuario, lo hacen sobre suelo público, lo que quiere decir que están sujetas a licitaciones o a 
sanciones, que les pueden hasta inhabilitar lo que son los permisos de operación. Ahora bien: que una 
empresa pierda una licitación o sea sancionada, de manera tal que no pueda operar más dentro de los espacios 
públicos, nos estaría dejando sin trabajo. La empresa que venga va a tener que tomar trabajadores, pero no 
nos da la garantía de poder absorber a aquellos que sean sindicalizados o que hayan sido sindicalizados 
anteriormente, con lo que se daría una discriminación hacia el trabajador. Nosotros no defendemos empresas, 
defendemos el trabajo. De manera que, si hay un registro y prioridad para los trabajadores que estén en él 
prioridad para el trabajo portuario, le damos independencia al Estado a la hora de licitar y también al 
trabajador, porque, gane quien gane, va a tener prioridad para ocupar esos cargos por profesionalidad, por 
antigúedad, por tiempo de trabajo y porque vive de esa función durante mucho tiempo. 


SEÑOR PEREIRA.- Quisiera hacer una puntualización con respecto a que los trabajadores portuarios 
tenemos por planilla de trabajo dos modalidades: permanentes y eventuales. En las empresas que 
subcontratan y contratan personal directamente hacia otras empresas, existen las dos modalidades y el 
registro abarcaría a ambos, no solo a eventuales, sino a todo aquel que sea trabajador portuario, que 
esté relacionado a lo operativo o sea administrativo-operativo. Eso es realmente el registro de 
trabajadores. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No quiero encender la mecha, pero quiero dejar una constancia. Así 
como quise ser muy franco en el concepto que vertí con anterioridad, ahora quiero dejar sentado algo. 


Comparto plenamente el propósito de que el Estado sea independiente a la hora de las concesiones, porque 
creo que va de suyo que así debe ser. Comparto la idea de que el trabajador debe ser amparado en su 
independencia como aquí se mencionó, y también desde el punto de vista de la estabilidad y de procurar 
establecer condiciones dignas de trabajo en términos de la calidad del mismo, pero creo que también hay que 
proteger la libertad de las empresas. Y esto que eventualmente puede llegar a ser interpretado como una 
especie de prevalencia o preferencia ante la fuerza de trabajo o ante los trabajadores sindicalizados, creo que 
no debe ser necesariamente visto así. Acá se trata de una cuestión de equilibrio. Por supuesto es importante lo 
que acabamos de decir, por razones que está demás fundamentar, pero también es importante en un negocio y 
en una actividad competitiva, como es la portuaria, en que la competencia se da hacia dentro y hacia fuera, 
que las empresas puedan tener libertad a la hora de contratar mano de obra, partiendo de la base de que son 
honestas y actúan de buena fe como seguramente hay muchas; yo quiero creer que son la mayoría, sin 
perjuicio de lo cual hay que establecer los mecanismos para prevenir las situaciones inversas. Este es un tema 
para seguir analizando. 


Creo que la creación de registros en algún sentido puede ir en contra de esa dirección o puede ir en el sentido 
de limitar o restringir la libertad del empresario a la hora de tomar el personal. Pero esa libertad tampoco 
puede ser irrestricta. Por supuesto que tiene que ser una libertad reglada; por supuesto tienen que establecerse 
límites tal vez los que hoy prevé la ley no son suficientes; y por supuesto tiene que haber un eficiente control, 
básicamente de la policía laboral. Yo no sé cómo está la cosa ahora, pero tras la reforma portuaria la policía 
del trabajo en el recinto portuario se supone que la cumplía y la sigue cumpliendo ANSE, que no sé si la 
cumple o la dejó de cumplir, y si no, es la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. Pero sea 


como sea me parece que acá hay una cuestión de equilibrio, y lo que yo temo de los registros es que 
eventualmente puedan conducir repito a una limitación desde el punto de vista de las posibilidades de las 
empresas, no solo de las grandes, sobre todo de las pequeñas y de las medianas, de contratar personal con 
mayor libertad y no tener que estar atados a lo que establezcan los registros vigentes en la actividad portuaria. 
Como dije anteriormente, tal vez discrepemos en las medidas o en los caminos para alcanzar los objetivos, y 
capaz que los objetivos están por un lado distinto al de los registros o eventualmente tan válida como esa 
propuesta puede ser otra. Creo que es algo en lo que tendríamos que profundizar. 


SEÑOR BENTANCOR.- En la medida en que comparto el hecho de que las necesidades de que los 
trabajadores aporten en el momento de hacerse las reglas de juego para determinados procedimientos, 
también me permitiría sugerir, a título personal, la Comisión puede estar de acuerdo o no, que sería 
muy conveniente trabajar, por lo menos, sobre un esquema de proyecto quizás ustedes lo tienen, sino 
podrían redactarlo en el cual, por cierto, van a establecer lo que les parece más óptimo para 
salvaguardar el trabajo de los funcionarios portuarios, cualquiera sea su nivel de ocupación, teniendo 
en cuenta un planteo lógico, y es que las empresas del otro lado también existen. Creo que este tema es 
lo suficientemente complejo, y conociendo nuestros tiempos y nuestras debilidades para operar, a veces 
es difícil arrancar de un cúmulo de aportes como el que ustedes han hecho, que es muy bueno. De 
manera que podría ayudarnos mucho para ver qué es lo que podríamos visualizar como norma, no 
para que nosotros digamos amén y lo llevemos adelante, sino como un insumo que de pronto puede ser 
hasta una base para luego convocar a autoridades del Puerto, de las empresas, a fin de conocer cuáles 
son sus puntos de vista y de esa manera elaborar un mecanismo que me parece que puede ayudar, 
porque de lo contrario tendríamos que remitirnos a la versión taquigráfica. Creo que ustedes están en 
condiciones de hacer una especie de borrador, aunque no tenga las características de un proyecto de 
ley ese es trabajo nuestro, que contenga los puntos que ustedes consideran que no deberían faltar, 
acorde con lo que son los convenios internacionales suscritos por el país y las plataformas 
reivindicativas y programáticas que tienen con respecto al tema. 


SEÑOR LAPAZ.- Lo que más nos impulsa a esto es la desregulación que hay con el trabajador 
eventual. Por si no quedó claro, si el trabajador eventual no cobra trece jornales no tiene acceso al 
Banco de Previsión Social. Ese año no se le computa para la jubilación, y hay trabajadores que hace 
más de veinte años que es eventual en el Puerto. ANSE regulaba eso, pero también existía eventualidad 
en ese momento. Nosotros no solo queremos la regulación a nivel de previsión social, seguro y 
jubilación, sino también que se regularice el trabajo portuario. 


Basándonos en lo que pedía el señor Diputado Bentancor se elaboró un informe que contiene los argumentos 
en los cuales nos apoyamos para pedir esta regulación, a fin de que el trabajador portuario no esté siempre en 
el aire. Como ahora hay cuatrocientas familias que están en el aire y no saben adónde van a ir a parar, lo que 
nosotros decimos, basándonos en el Convenio N* 155 de la OIT, es que el trabajo portuario es para los 
trabajadores portuarios. 


Además, creemos que el trabajo portuario es un trabajo especializado, por eso la OIT dice que el trabajo 
portuario es para los portuarios; es un trabajo de capacitación. Todos los que estamos acá llevamos más de 
veinte años trabajando en el Puerto y hemos adquirido una experiencia. No puede ser que ahora ingrese un 
trabajador por una licitación pública, que está bien; no decimos que esté mal. Nosotros no queremos que a las 
empresas les vaya mal, ni decimos que esta ley de puertos haya sido mala; lo que estamos diciendo es que el 
trabajador portuario está muy en el aire, está muy en banda. 


Queremos que el trabajador portuario sea defendido, que tenga una regulación y que no sea discriminado, 
para que en el día de mañana no suceda que si no quieren convocar a un trabajador portuario por ejemplo, a 
mí, que tengo veintisiete años de trabajo en el Puerto, llamen a otro y ya está, y no me den ningún jornal. 
Esto podría evitarse si hubiera un registro de trabajadores portuarios capacitado la capacitación es otra de las 
puntualizaciones que hacemos en el proyecto como también lo establece el Convenio N* 155 de la OIT. 
Nosotros nos basamos en todos estos antecedentes que tenemos. 


Por otra parte, quiero decir al señor Diputado Pablo Abdala que a ANSE la eliminaron y crearon una ley de 
emergencia que pasó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este Ministerio también está informado de 
lo que nosotros venimos elaborando. 


SEÑOR LLANES.- Nosotros no estamos diciendo que la empresa no vaya a tener libertad de 
contratación; lo que decimos es que si hubo trabajadores que durante veinte años fueron seleccionados 
para trabajar dentro de la actividad portuaria, ellos son los que tienen la prioridad, porque, en 
definitiva, son los que las mismas empresas han elegido, y que han mantenido en una forma de 
contratación tal, que ha sido muy favorable a las empresas pero muy desfavorable a los trabajadores. 


Por otro lado, quiero decir que lo que nosotros tenemos es un documento con grandes lineamientos, que 
vamos a dejar a esta Comisión, como ya lo hemos hecho en la homónima de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado y en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Creemos que este tema necesita una respuesta urgente, porque hay gente que no se puede jubilar, trabajadores 
que están con problemas de inestabilidad laboral, y, además, hay quienes tenían una previsión mínima de 
estabilidad y hoy se dan cuenta de que no la tienen. Varias cosas se van sumando y necesitamos una respuesta 
urgente de trabajo. No sé si esta es la solución. Estamos abiertos a discutir diferentes soluciones. Lo que 
queremos es regularizar y reglamentar el trabajo portuario. Estos son nuestros lineamientos, pero estamos 
dispuestos a aceptar todos los aportes, no queremos imponer nada. Lo que sí decimos es que tenemos una 
situación de volatilidad dentro del ámbito portuario, dada por la generación de la inestabilidad laboral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si estarían de acuerdo con el proyecto de ley que podría 
elaborar esta Comisión, tomando como columna vertebral el Convenio N” 137 de la OIT, que fue el que 
nombraron, si no me equivoco. 


SEÑOR BASTÓN.- En principio, los lineamientos son esos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien la versión taquigráfica de esta sesión será enviada al PIT- 
CNT, al SUPRA, a la Cámara de Armadores, a la Cámara de Industria, a los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social, de Transporte y Obras Públicas, de Industria, Energía y Minería, de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Defensa Nacional por la Prefectura, al Ministerio de Salud Pública, a la 
Administración Nacional de Puertos, al Banco de Previsión Social, al Banco de Seguros del Estado y a 
la Comisiones de Industria, Energía y Minería, y Seguridad Social y de Defensa Nacional de la Cámara 
de Diputados. 


De esta manera, toman conocimiento todas las partes involucradas en este tema. 
Les agradecemos vuestra presencia y la información que han brindado. 
(Se retira de Sala el Sindicato Unico Portuario y Ramas Afines) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Nilda Romay y a los señores Roberto Galli y 
Jorge Beschizza. 


SEÑOR GALLI.- Agradecemos la deferencia de la Comisión por recibirnos con tanta prontitud. 


El motivo de nuestra visita es compartir una situación compleja que se ha estado desarrollando tanto a nivel 
de la industria láctea como en la empresa donde trabajamos, CONAPROLE, en función de una serie de 
realidades que han ido golpeando el relacionamiento empresa-sindicato. Ante esta nueva convocatoria al 
Consejo de Salarios, visualizamos situaciones que queremos alertar con tiempo para que luego no haya 
sorpresas que puedan quedar fuera de control. Nos referimos a una situación de público conocimiento en el 
marco de relacionamiento empresa-sindicato, con una sanción a compañeros de trabajo, dirigentes sindicales, 
que entendimos absolutamente arbitraria e injusta. En ese marco, la salida del conflicto se produjo en función 
de la firma de un acuerdo mediante el cual se instaura una Comisión tripartita a nivel del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para buscar la caducidad de las sanciones. En su momento, discutimos con 
CONAPROLE un documento de reglamento interno y de poder disciplinario, que fue acordado con la 
presencia de nuestro queridísimo compañero, el "Pepe" D'Elía, pero que lamentablemente por razones 


políticas el Directorio se excusó de poner en práctica. Por lo tanto, ese documento quedó pendiente de 
aplicación. 


Entendimos que el hecho de no entrar en la discusión puntual de la sanción sino en la discusión global que 
permitiera a futuro tener un marco de relacionamiento ajustado a acuerdo y firmado entre la empresa y el 
sindicato sobre el marco disciplinario interno era un avance importante para que el sindicato pudiera salir de 
esta situación conflictiva puntual. Esto es en relación a la situación que se vivió hasta hace algunos días, 
puesto que fue notoria y evidente la falta de productos en la calle, con la consiguiente tensión que se vivió. 


En cuanto a la convocatoria al Consejo de Salarios, vemos con preocupación las propuestas que están 
elaborando la Cámara de la Industria Láctea y CONAPROLE, puesto que se marca la situación de crisis que 
se está viviendo en este momento como algo estructural en lo que hace a la producción lechera y a la 
situación industrial láctea. Desde nuestro punto de vista, estos planteos podrían hacer peligrar un acuerdo. 


Entendemos que esta situación de crisis no está ligada estrictamente a los problemas del mercado financiero 
sino que tiene una correlación con la crisis cíclica que vive nuestra producción agropecuaria derivada ya sea 
de las situaciones de sequía o de inundación. En ese marco, las crisis bursátiles no han tenido nada que ver y, 
sin embargo, forman parte de la historia de la producción agropecuaria de nuestro país. En este caso concreto 
hay una diferencia muy tajante. Me refiero a la situación del productor. Planteo esto porque la industria puede 
pasar por una situación coyuntural y ya sabemos que se está reajustando lentamente a nivel internacional en 
cuanto al manejo de los precios. Debemos recordar que los valores que se manejaban previo al "boom" de 
2006 y 2007 aún no han caído. 


Es cierto que los galpones están llenos de leche en polvo y que las cámaras están llenas de queso para vender, 
pero se trata de un tema comercial y de financiamiento. No estamos ante una crisis estructural del sistema. En 
este aspecto tenemos una marcada diferencia con la posición de los industriales porque ante la foto de un 
momento no se pueden proyectar treinta meses. Esta película ya la vimos. 


En nuestro anterior convenio de salarios, los empresarios plantearon una situación crítica, haciendo 
proyecciones del mismo corte negativo, y nosotros teníamos estimaciones que nos daban que el valor de la 
producción podía estar muy cercano al doble del que se manejaba en ese tiempo en un plazo no superior a 
seis meses, y fuimos muy conservadores con nuestras visiones. Lamentablemente, primó la visión dramática 
de los industriales y tuvimos un convenio de veinticuatro meses que no fue favorable para nuestros intereses. 
De todos modos, nos equivocamos: el mercado internacional no demoró seis meses en recuperarse sino 
cuatro meses y los precios se fueron al triple. Por lo tanto, tuvimos un período de convenio colectivo con 
ingresos mermados, cuando perfectamente podría haberse marcado una ecuación que diera satisfacción a la 
parte primaria productiva, que entendemos que debe recuperarse. Nosotros no queremos recibir cuatro o 
cinco millones de litros de leche por día. Queremos recibir quince millones, y competir con Nueva Zelanda. 
Para eso, debemos tener una industria fuerte y salarios que nos permitan vivir en las condiciones razonables 
de todo trabajador. 


En ese marco, estuvimos de acuerdo con la mejora del precio de la leche para el productor y se hicieron 
inversiones industriales, pero el salario no acompañó esa bonanza. Esa época terminó parcialmente en este 
momento para el sector industrial. El planteo que se hace es nuevamente de una proyección dramática, y 
nosotros visualizamos que esto quizás pueda demorar un poco más, tal vez un año, para alcanzar el 75% de 
los precios que había antes, pero va a haber una recomposición y una recuperación. Sin embargo, si tomamos 
solo la foto de hoy, nuestro convenio tendrá treinta meses y nuevamente nos veremos afectados por algo que 
no tiene nada que ver. Decimos que no tiene nada que ver porque es distinto el comportamiento según la 
empresa y las características de cada sector industrial. 


Entendemos que la necesidad de inversión en nuestro país es fundamental, pero discrepamos con el manejo 
de las inversiones que no suministran valor agregado a nuestra producción. Discrepamos con la inversión 
mejicana y venezolana, a pesar de que han mantenido puestos de trabajo a la baja sin valor agregado. Lo que 
se exporta es producción casi primaria. Luego se reexporta para incluir el valor agregado en sus países de 
origen y generar ganancias. Entonces, el marco empresarial es muy variado y versátil. 


En lo que hace a la empresa donde trabajamos, el comportamiento de la Dirección es fuertemente criticable. 
Ante una situación como la que viven los productores de nuestro país, ante la baja constante del precio de la 
leche, entendemos muy complejo que haya un manejo interno como el que hubo. Nuestro gremio ha 


denunciado la distribución de cientos de miles de dólares entre cargos de Dirección, gerencias generales y 
gerencias de áreas por supuestas eficiencias y economías. Cuando eso se da en una empresa cooperativa, las 
ganancias deberían ser distribuidas entre sus propietarios o entre quienes estén en una situación compleja. 
Esto no fue así y se ha tratado de desmentir nuestros dichos, pretendiéndose justificar que esas bonificaciones 
especiales fueron dadas a cambio de aumentos salariales no otorgados a este grupo de personas de Dirección 
de la empresa. Sin embargo, decimos que para hablar de igual a igual deben mostrarse los números. A 
nosotros los números nos dan que no solo han cobrado los mismos aumentos que nosotros sino que han 
recibido otras bonificaciones. Si se pide austeridad a los trabajadores y si se nos plantea que la situación es 
tan dramática, el que primero debe dar el ejemplo es quien dirige y no nosotros. 


Por último debo decir que desde ya estamos en diciembre se está especulando con que sería inevitable una 
situación de seguro de desempleo masivo para los trabajadores en 2009. Nosotros no solo rechazamos esto 
sino que advertimos quien avisa no traiciona al poder político uruguayo: con un trabajador de la industria 
láctea en el seguro de desempleo no se va a procesar un litro de leche. Los trabajadores no estamos 
dispuestos a hacer la ecuación para que cierre la variable de la industria, cuando no se administró con la 
suficiente responsabilidad los fondos obtenidos. Inclusive, sabemos que los industriales han obtenido marcos 
de apoyo del Gobierno para el desarrollo industrial y para el desarrollo primario que no fueron canalizados 
adecuadamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es la situación planteada actualmente? Nos gustaría saber cuál fue la 
resolución de la asamblea general. 


En la nota fechada el 25 de noviembre se habla de la represión hacia trabajadores por parte de un cargo de la 
Dirección. Quiero saber si hay algún problema puntual o si es algo general. 


SEÑOR GALLLI.- Se vivió una situación tensa que derivó en un conflicto. De parte de algún cargo de 
dirección de la empresa hubo un manejo violatorio del natural relacionamiento entre trabajadores y 
empresarios o representantes de empresarios. En este caso, este trabajador particularmente manifestó 
una actitud antisindical en forma reiterada, pero extendiéndola a su desarrollo cotidiano en forma de 
abuso de poder. Concretamente así lo hemos denunciado, tuvo un comportamiento absolutamente 
desproporcionado con respecto a un cargo de dirección. 


Por ejemplo, algunos trabajadores zafrales que debían ingresar a las seis de la mañana para desempeñar 
funciones fueron llamados por este cargo de dirección a la hora siete para decirles que volvieran a la hora 
catorce. Era un manejo de personal abusivo, persecutorio, con actitudes que fueron denunciadas a las 
autoridades de CONAPROLE desde mayo de este año. Tenemos documentos y, si la Comisión lo entiende 
necesario, les haremos llegar copia de cada notificación sellada por la Dirección de CONAPROLE 
informándoles que estábamos viviendo una situación de tensión que iba a eclosionar en cualquier momento y 
que podía derivar en un conflicto. Plantemos la situación de agravio, de agresión, de falta de respeto hacia la 
organización sindical y hacia los trabajadores. 


Dentro de la estructura de CONAPROLE tenemos una situación muy particular: trabajamos con una cantidad 
muy importante de zafrales, por lo general jóvenes, una buena parte mujeres, con un importante número del 
interior. Estas personas tienen la esperanza de completar los jornales para tener derecho al subsidio por 
desempleo, lo que les garantiza por lo menos un año de estabilidad. Además, tienen una particularidad: 
lamentablemente, han sido observados o perjudicados en sus puntajes. Estas personas tienen una calificación 
por desempeño en cuanto a puntualidad, dedicación al trabajo, etcétera, lo que les da la posibilidad de volver 
a ser llamados. Pero si hay una queja o una notificación de los delegados, reciben automáticamente por parte 
de algunos capataces como este del que estamos hablando una descalificación. De esa manera, ven 
cercenadas sus posibilidades de reengancharse en otra zafra o de terminarla. Hemos denunciado todo esto 
ante las autoridades de CONAPROLE pero, lamentablemente, no hemos tenido la respuesta que 
esperábamos. 


Entendemos que la calificación del personal debe hacerse y que se debe destacar la labor de los trabajadores 
para que puedan ser contratados, pero no puede haber un marco de destrato por el simple hecho de tener 
vínculos de comunicación o de información con los representantes sindicales. Muchas veces lo que preguntan 
son cosas obvias, que cualquier trabajador preguntaría. 


Esta situación derivó en una medida por parte de este cargo de Dirección que fue la gota que desbordó el 
vaso. Se ha dado una seguidilla de hechos, lo que llevó a que la empresa resolviera la sanción de dos 
trabajadores por una supuesta agresión, según lo que declaró este cargo de Dirección. Nosotros declaramos 
que esto no había sucedido y que fue un hecho arbitrario. La empresa tiene su visión y nosotros tenemos 
claro que ante una situación como esa ningún empresario duda en despedir al trabajador si tiene la semiplena 
prueba y la convicción plena de que existió ese hecho, porque es algo grave. Es más: en la resolución de la 
asamblea que haremos llegar a la Comisión, uno de los puntos que se explicitó en particular fue el rechazo a 
toda forma de violencia oral, escrita, física o personal en cualquier tipo de vínculo entre trabajadores dentro 
de la empresa. 


Los compañeros cumplieron con la sanción de seis días en un caso y de diez días en el otro. Para nosotros se 
trata de sanciones gravísimas si las comparamos con el hecho que les dio origen, que no fue más que una 
situación perfectamente solucionable porque no hubo desconocimiento, no hubo falta de aviso, y sí 
reiteración en las comunicaciones. Repito: desde mayo hemos estado sistemáticamente en cada ámbito de 
negociación denunciando que esta situación se iba a dar. El hecho se dio y se llegó hasta este punto. 


La solución fue crear una Comisión tripartita para estudiar la parte disciplinaria y la aplicación de un 
reglamento para evitar abusos y para marcar claramente la caducidad de las sanciones establecidas. Hoy se da 
una situación bastante extraña si la comparamos con el marco legal: si un trabajador de CONAPROLE recibe 
una sanción al año de su ingreso, puede trabajar durante treinta y cinco años más, pero esa sanción sigue 
teniendo vigencia en su foja de servicio. Nosotros entendemos que en todos los órdenes de las sanciones hay 
una caducidad. Además, si un trabajador demuestra con su comportamiento cotidiano que ha superado esa 
falta, luego de cumplido un plazo la sanción debería desaparecer de la foja de servicio. Queremos discutir 
sobre estas cosas y pretendemos avanzar. No queremos estar en una situación de enfrentamiento permanente. 


La situación tensa que vivimos hoy es la misma de toda la industria láctea en función de la negociación a 
nivel del Consejo de Salarios. Hoy no hay medidas sindicales en la industria ni en CONAPROLE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos enviado la versión taquigráfica de esta sesión a los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca, al 
PIE-CNT, al Directorio de CONAPROLE, a la Cámara de Industrias y a la Cámara de la Industria 
Láctea. 


La Comisión podría citar al Directorio de CONPROLE para conocer la perspectiva para el año que viene y la 
evolución de las fuentes de trabajo. 


Les agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE) 


——- Luego de algunas demoras, finalmente ha llegado el informe de la OIT respecto de la negociación 
colectiva. 


Por otra parte, mañana deberíamos recibir al sindicato de ANTEL y a los médicos de cárceles. 


SEÑOR ITURRALDE.- En cuanto a las solicitudes de audiencia, debo decir que está en trámite en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una denuncia por violación de los derechos de los 
trabajadores no sindicalizados del puerto, quienes solicitan ser recibidos nuevamente. Creo que se 
trata de una situación grave que merecería ser tratada lo antes posible. Inclusive, hubo buena voluntad 
del Prefecto Nacional y sería bueno solucionar esta cuestión. 


Con relación a la consulta a la OIT, me gustaría saber cuál es la idea de la bancada oficialista respecto al 
tratamiento del proyecto de ley de convenios colectivos. En mi opinión, esto cambia bastante la ecuación. 


SEÑOR BENTANCOR.- La idea de la bancada oficialista sigue siendo la misma. Hemos recibido esta 
comunicación de la OIT y nos parece un insumo importante. Es obvio que no es una comunicación 
vinculante, pero por algo todos creímos bueno conocer su opinión. 


La respuesta tiene dos partes. Una se refiere al tema específico de la negociación colectiva, lo que debe 
hacerse para la fijación de los salarios mínimos, etcétera, en lo cual estamos de acuerdo. Eso se plantea en la 
nueva norma. Luego existe una referencia que tiene que ver con el tiempo en que ellos recibieron el proyecto 
de ley. Como ustedes saben, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social resolvió, ante la oposición de los 
trabajadores y de los empresarios, quitar del proyecto de ley que tenemos a estudio todo lo vinculado a la 
prevención de conflictos. Creemos que la segunda parte de la apreciación de la OIT puede ser interpretada de 
varias maneras y sabemos que aquí hay gente que comparte más o menos el tema. 


El insumo más importante sería la primera parte vinculada con la negociación colectiva. Como saben, el 
Gobierno resolvió quitar del proyecto la parte que tiene que ver con las ocupaciones. Se va a crear otro 
proyecto de ley con aportes de nuestros legisladores y del Partido Nacional. 


La idea es mantener la iniciativa en carpeta y ver si nos queda alguna fecha durante este mes para 
introducirnos en el tema. Consideramos que esta cuestión se ha discutido con tiempo y con posibilidades de 
que todos los actores dieran sus puntos de vista: el PIT-CNT, las cámaras empresariales, etcétera. Si no fuese 
posible tratarlo este año, lo resolveríamos en los primeros meses de actividad del año próximo. De todos 
modos, hay voluntad política para resolverlo en la actual Administración. 


SEÑOR ITURRALDE.- Con relación a la segunda parte, algunos de los ítems son bastante 
contundentes en cuanto a la obstrucción del pasaje de los trabajadores que no adhieren a la huelga, 
etcétera. Sería importante saber qué va a hacer el Ministerio con relación a este punto. 


De todos modos, no estoy de acuerdo con algo de la primera parte. El primer párrafo de la segunda hoja del 
informe es contundente. La OIT entiende que los Consejos de Salarios deben fijar únicamente los mínimos 
por rama. Lo demás debería librarse a la voluntad de negociación de las partes, a los acuerdos bilaterales sin 
injerencia estatal. Esto contradice en gran medida el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Entonces, ¿el Poder 
Ejecutivo mantiene los mecanismos de los tres niveles de negociación de acuerdo a cómo venía en el 
proyecto de ley? ¿O esto se modifica? Me gustaría saber si el señor Ministro cree que estas observaciones de 
la OTT implican modificar en parte el proyecto o se mantiene. 


Solo quiero agregar que si esta iniciativa no se aprueba el año que viene, tal vez no cuenten con los votos 
para aprobarla después. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es bueno saber que la bancada de Gobierno está de acuerdo en estudiar con 
detenimiento este proyecto de ley. Lo dijimos en su momento, antes de que se firmara el convenio de la 
OIT. Creo que todos estamos de acuerdo con aprobar un proyecto de ley de negociación colectiva. En 
ese sentido, sería bueno que se lograra no sé si un consenso pero sí grandes mayorías. No conviene 
aprobar proyectos de ley de esta envergadura a vuelo de pájaro. De modo que saber que nos daremos 
el tiempo suficiente para estudiarlo es una muy buena noticia. Hace unos días hablábamos con el 
propio Secretario de la Cámara acerca de que no es de buena práctica legislativa aprobar los proyectos 
como se está haciendo últimamente, es decir, sin informe de Comisión, legislando en Sala. 


Creo que puede ser un muy buen proyecto para que esta Comisión trabaje los primeros meses del año 
próximo. Me afilio a la tesis de que, apenas asuma el nuevo Presidente que según se nos ha informado sería 
el señor Diputado Bentancor, empecemos con la consideración de este proyecto de ley, invitando en primer 
lugar al señor Ministro para que nos aclare si el informe genera o no algún cambio en la visión de su Cartera. 


En las dos sesiones que nos quedan me gustaría saber cuál ha sido la posición de la Administración Nacional 
de Puertos, cuyas autoridades asumieron el compromiso de buscar la solución para que los trabajadores no 
agremiados puedan entrar al Puerto a buscar trabajo. 


SEÑOR BENTANCOR.- Yo preferiría, en estas dos sesiones que nos quedan, recibir al señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social para que reafirme lo que acabo de decir. Esto no significa comenzar a 
considerar el proyecto de ley lo que, sin duda, quedará para las primeras sesiones del año próximo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Mi intención es que el señor Ministro nos diga: "Se va a mantener así 
por esto y por esto" o "Se va a introducir algún cambio por tal o cual razón". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi propuesta conservadora tiene que ver con que el señor Ministro concurrió 
a esta Comisión la semana pasada. De cualquier manera, me gusta que la propuesta venga de un 
Diputado que pertenece al Partido de Gobierno. Si el señor Ministro puede venir, mejor para nosotros. 


SEÑOR POZZI.- Este proyecto de ley se va a aprobar los primeros meses del año entrante, con o sin 
cambios. Eso está claro. 


El proyecto está en carpeta desde hace tiempo. Es más: hay una consulta a la OIT, por lo que podemos decir 
que hemos avanzado muchísimo en cuanto a participación y transparencia. 


En mi opinión, lo que nos plantea la OIT no tiene una línea sesgada respecto al proyecto. Nosotros 
respaldamos la línea que trae el proyecto, aunque por supuesto lo que establece la OIT es muy importante. 


En su última comparecencia, el señor Ministro dijo que el Consejo de Salarios, tal como estaba estructurado, 
no daba para más y que había que abrir otro tipo de negociación por empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone hacer las consultas del caso para ver si el señor Ministro 
nos puede visitar antes de fin de año. 


SEÑOR POZZI.- En el día de ayer visitamos al Molino Carmelo, cuya situación no termina de 
definirse. Llamamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que se habiliten noventa días 
más de seguro de paro de la prórroga de ciento ochenta días, solo se habilitaron noventa por las dudas 
de que el Molino no empiece a funcionar. Sería bueno que la Comisión hiciera una nota avalando esos 
noventa días más de seguro de paro, lo que ayudaría y nos involucraría un poco más en todo esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los Secretarios quedan encargados de hacer la nota para que la firmemos 
todos los integrantes de la Comisión. 


No sé si algún organismo estatal, como planteó el fideicomiso, puede generar alguna línea que apoye la 
posibilidad de reapertura, porque el sector empresarial está un poco esquivo. Podría ser la Corporación 
Nacional para el Desarrollo o el Banco de la República. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


